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Por medio del presente proveído, acude la Sala a desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto por el defensor del señor GUILLERMO ANTONIO TOLEDO GONZÁLEZ contra el fallo anticipado dictado por el Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira el día trece (13) de diciembre de 2004, mediante el cual fue condenado su prohijado a la pena de treinta y dos (32) meses de prisión y multa por el equivalente a 1.34 salarios mínimos; todo esto a propósito del delito de tráfico de estupefacientes. 

1.- HECHOS 

El día siete (7) de octubre de 2004 en horas de la madrugada fue abordado por unidades de la policía nacional el señor GUILLERMO ANTONIO TOLEDO GONZÁLEZ, quien tenía en su poder treinta y cinco (35) gramos de cocaína (más de cien papeletas individuales). Según el informe policivo la aprehensión se logró en las instalaciones del sitio conocido como “Residencias Milán”. 

2.- IDENTIDAD 

GUILLERMO ANTONIO TOLEDO GONZÁLEZ (a. Santos) nació en Pereira el día cuatro (4) de noviembre de 1967, es hijo de Salomón y Rosi, se identifica con la cédula de ciudadanía No 10.131.259, es soltero, estudió hasta quinto de primaria y ha laborado como zapatero.   

3.- CARGOS
Ante la Fiscalía Diez Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira, acudió el procesado con su defensora de entonces. En la audiencia, luego de la narración de los hechos que se estimaron probados, se imputaron cargos por el delito de Tráfico de Estupefacientes (art 376 C.P.), los cuales fueron aceptados incondicionalmente.  

4.- FALLO 

El Juez del conocimiento, advertido de la imputabilidad del señor TOLEDO GONZÁLEZ y de la ausencia de causales de nulidad, consideró acreditada la responsabilidad del incriminado y la materialidad de la conducta, habida cuenta de la captura en flagrancia, del informe de policía debidamente ratificado y de la confesión vertida. 

Impuso el mínimo de la pena, que menos la tercera parte por la sentencia anticipada, quedó en treinta y dos (32) meses de prisión y multa por el equivalente a 1.34 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, pues se tiene que la cantidad de sustancia incautada es relevante, que la captura se produjo en un sector de alta influencia de expendedores y que la presencia del procesado allí resultó injustificada. Esto permite inferir la gravedad del delito. 

5.- RECURSO

El señor defensor sustituto considera que se debe conceder el subrogado penal, pues su defendido es una persona adicta y no por ello se le puede impedir su libertad de locomoción. 

La reinserción social y la prevención general no se lograrán precisamente en un centro carcelario.

En los términos de la jurisprudencia y la doctrina, se debe sustentar la medida con base en las finalidades constitucionales, por eso aquí lo único procedente es la libertad.  

6.- MOTIVACIÓN

El recurrente ha respetado la limitación que existe para la impugnación en tratándose de sentencias anticipadas. De allí que la Sala proceda al conocimiento del asunto con fundamento en el art. 204 de la ley 600 de 2000. 

El argumento básico está encaminado a la concesión del beneficio porque nunca se demostró que su representado fuera expendedor. 

No se discute que el señor GUILLERMO ANTONIO es un enfermo sicodependiente de sustancias alucinógenas y que efectivamente requiere tratamiento médico y sicológico; no obstante, con respecto a la afirmación de que no procede para él medida penitenciaria, esta Corporación tiene razones de política criminal para considerar que si hay lugar en consideración al daño social ocasionado.

Ponderando los argumentos del a quo con los del defensor, encuentra la Sala una solidez imperturbable en los primeros, pues aquello de haber sido el procesado capturado en un sitio distinto de su hogar, a altas horas de la noche, con una enorme cantidad de cocaína (suficiente para saciar a tres decenas de adictos) y haber tenido una actitud poco colaboracionista con la autoridad, son factores que en nada pueden ser desvirtuados con los alegatos fundados en la mera adicción. 

Mirado el caso desde un punto de vista personal y asilado del contexto social, innegablemente otra sería la decisión a tomar. Sucede sin embargo, que aspectos jurídico-penales, como la necesidad de evitar el conocido tráfico hormiga, es decir, la venta o suministro de narcóticos de bajo perfil en donde el traficante se ampara en el porte de la bajas cantidades para eludir la acción policial; o la conocida dosis de aprovisionamiento (como sería nuestro caso según lo alegado en la apelación), referida a una cantidad mayor pero destinada al uso personal por tiempo prolongado, a cuyo amparo se ha pretendido la sumatoria de dosis mínimas, generan la necesidad de hacer efectivas sanciones estrictas, pues de lo contrario, se corre el riesgo de una reincidencia en perjuicio de la salubridad de ciudadanos jóvenes, que guiados por una inocencia extrema producto básicamente de su inmadurez, se acercan a las drogas para ver truncado su futuro. 
Es evidente entonces que dada la exagerada cantidad de cocaína encontrada en poder del procesado, el tratamiento penitenciario deviene necesario. Es un hecho indiscutible que las cárceles Colombianas tienen múltiples problemas; empero, esos sitios constituyen el único camino posible para proteger a la comunidad de la capacidad real o potencial de daño que esta clase de conductas ocasionan, a la espera de una probable reconsideración por parte de su autor. 

Sin más consideraciones, la Sala confirmará el proveído revisado por encontrarlo en todas sus partes ajustado al orden jurídico.  

7.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira y que fue objeto de apelación. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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